El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Magistrado: 

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, 

11 de diciembre de 2018

Expediente:  

66682-31-13-001-2016-00662-01 

Proceso: 

Acción Popular
Demandante:

Cristian Vásquez Arias

Coadyuvantes:

Javier Elías Arias




Paulo César Lizcano 

Demandado:

Bancolombia S.A.
TEMAS:
ACCIÓN POPULAR / CIERRE O CANCELACIÓN DE MATRÍCULA DE LA ENTIDAD DEMANDADA / FRACASO DE LAS PRETENSIONES POR CARENCIA ACTUAL DE OBJETO.
Mas, al descender al caso que se analiza, se tiene que en el juzgado de primera instancia encontró probado, con el certificado de existencia y representación legal de la sucursal cuestionada (f. 164, c.1),  que la sucursal de la entidad accionada donde se denunciaban conculcados los derechos colectivos invocados, fue cancelada desde el 20 de enero del año 2017, en tal virtud, con acierto, estimó que carecía de objeto cualquier orden para la protección de aquellos.

Por ello y sin que sean necesarias adicionales consideraciones, se prohijará la decisión impugnada, porque se insiste, en este caso se torna inane cualquier análisis que se quiera hacer sobre la amenaza endilgada, por cuanto, al margen de que la sucursal hubiera existido para el momento de presentación de la demanda, como insisten los recurrentes, refulge la configuración del fenómeno de la carencia actual de objeto por la ausencia de interés jurídico o sustracción de materia debido a su cierre. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

MAGISTRADO PONENTE: JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CONSIDERACIONES PRELIMINARES PARA LA SUSTENTACIÓN DE LOS INTERVINIENTES. 

Siendo la 1:30 de la tarde del día 11 de diciembre del 2018, nos encontramos reunidos en la Sala de Audiencias de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, a fin de llevar a cabo la audiencia señalada en auto de fecha 26 de noviembre de 2018, dentro de la acción popular con radicado 66682-31-13-001-2016-662-01 promovida por Cristian Vásquez Arias quien es coadyuvado por  contra Bancolombia SA.

La Sala de Decisión está integrada por los Magistrados Claudia María Arcila Ríos, Duberney Grisales Herrera (ausente con justificación), y Jaime Alberto Saraza Naranjo, quien la preside.

PRELIMINARES

De manera preliminar se resuelven las solicitudes contenidas en los memoriales visibles a folios 17 y 20 del cuaderno 3 de segunda instancia radicados por el accionante el pasado 28 de noviembre y 10 de diciembre; en ellos exige resolver sobre una solicitud de vigilancia administrativa que en precedencia peticionó.

Para el caso, baste decir que dicha petición fue resuelta mediante auto del 26 de noviembre, como así es y los petitorios se revelan manifiestamente dilatorios e improcedentes, se rechazan de conformidad con lo reglado en numeral 2° del artículo 43 del Código General del Proceso.  

SUSTENTACIÓN
Habilitados para sustentar: 

Javier Elías Arias y Paulo César Lizcano Durán (f. 186, c. 1)

FALLO

HECHOS:
Expone el demandante que la sucursal de Bancolombia demandada, que es un inmueble abierto al público, no se prestan los servicios de profesional intérprete y guía intérprete acreditado por el Ministerio de Educación Nacional, tal como lo ordena la ley 982 de 2005. 

PRETENSIONES

1. Que se ordene a la demandada a que contrate de planta un guía intérprete y a un intérprete o contrate con una entidad idónea certificada por el Ministerio de Educación Nacional para que de planta se atienda a la población objeto de protección del artículo 8 de la ley 982 de 2005, en un término no mayor a 30 días.

2. Que se condene en costas. 

RESPUESTA
1. La entidad encartada propuso las siguientes excepciones (i) ineptitud de la demanda (ii) ausencia de vulneración de derechos e intereses colectivos, (iii) imposibilidad de presumir la afectación de un derecho colectivo (iv) Ausencia de configuración de actos discriminatorios (v) La implementación de intérpretes y guías intérpretes, sin reglamentación previa, configuraría una violación a la seguridad de los usuarios financieros. 

Se opuso a lo pretendido. 

SENTENCIA:
Se negaron las pretensiones y ante el cierre de la sucursal de la entidad financiera se estimó que carecía de objeto cualquier orden tendiente a la protección de derechos colectivos.  

APELACIÓN

Aunque se esgrimieron una variada cantidad de argumentos, se extractan aquellos relacionados con la sentencia:

(i) La sucursal fue cancelada el 20 de enero del 2016, mismo día en que se elaboró la citación del despacho para la notificación del demandado; con ello es claro que ya durante algún tiempo se había causado la vulneración

(ii) La amenaza se probó comoquiera que quedó acreditado que la agencia se cerró mucho después de que se notificara la demanda. 

CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se advierte causal de nulidad que afecte lo actuado. 

2.
El problema jurídico consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones ante la carencia actual de objeto derivada del cierre de la sucursal accionada o si por el contrario como afirman los recurrentes, el hecho de que la sucursal hubiese sido cerrada con posterioridad a la interposición de la demanda conlleva a la prosperidad de las pretensiones invocadas. 

3.
Con esa claridad y para perfilar lo que es motivo de disenso, viene sosteniendo esta Sala, de tiempo atrás, y es postura que se mantiene, como puede advertirse en la sentencia proferida el 28 de mayo del corriente año, proferida dentro de la acción popular 2016-00586-02 y las que le fueron acumuladas, en la que se tuvo como sustento el fallo del 18 del mismo mes, en otra serie de acciones similares, concretamente la 2016-00595-02 y las que se le acumularon, con ponencia del magistrado Duberney Grisales Herrera, que ellas están consagradas en nuestra Carta Política, en el artículo 88, desarrollado en la Ley 472 de 1998 y se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.
Además, que pueden interponerse contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos (Artículo 90, Ley 472). De allí que sean presupuestos de la misma: (i) Una acción u omisión de la parte demandada; (ii) La existencia de un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la actividad humana; y, (iii) La relación de causalidad entre la acción u omisión y la vulneración de tales derechos e intereses. Cada uno de estos supuestos requiere acreditación procesal, cuya carga gravita en la parte demandante, salvo que exista imposibilidad para su aporte (Artículo 30, Ley 472). Así ha sido reconocido por la jurisprudencia constitucional, como bien puede consultarse en providencias como la C-215 de 1999, o la T-176 de 2016. 

4. 
La demanda inicial alude a la prestación de un servicio público carente de condiciones de accesibilidad para ciudadanos sordos, sordociegos e hipoacúsicos, derecho sobre el que, se dijo en las decisiones precedentes, que: 

“Explica la Corte Constitucional que el derecho al acceso a los servicios públicos impone la observancia de los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, además que es obligación del Estado regular, controlar y vigilar su prestación (artículo 365, CP), sin que ello signifique que solo deba hacerlo de manera directa, pues también se puede brindar por intermedio de comunidades organizadas o de particulares, también el Consejo de Estado en sentencia  del 17 de abril de 2007, Consejero Ponente Ariel Hernández  expediente 2003-00266-01, ha referido que el derecho de acceso a los servicios públicos comporta dos aspectos esenciales, el primero, referente a la capacidad que cualquier persona de la sociedad tiene de hacerse usuario o beneficiario; y, el segundo, la exigencia que recae sobre el prestador de que se haga con eficiencia y oportunidad… 
En ese orden de ideas el acceso al servicio público demanda la inexistencia de “barreras” que impidan acceder a los usuarios del sistema a los servicios ofrecidos, los cuales deben proveerse de manera eficiente y oportuna, así, en tratándose de personas en situación de discapacidad, que presentan dificultades de comunicación, deben emplearse los mecanismos creados por la ley para sortear aquel obstáculo, de tal suerte que puedan acceder al servicio directamente y por sus propios medios.

La Ley 361 de 1997 señala, los criterios básicos para facilitar la accesibilidad a cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de las personas con movilidad reducida, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en cualquier ambiente; si bien regula el tema de la accesibilidad desde el punto físico, es pertinente traer a colación la referencia que hace en tomo a la obligación de los particulares que prestan servicios públicos, a saber “Artículo 46. La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios”

Ahora, el Estado en cumplimiento de la obligación asumida en el artículo 90 de la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad", adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, estableció como medida pertinente para asegurar el acceso a los servicios públicos de las personas con discapacidad a fin de que puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, que:

... Corresponde a las entidades (...) privadas encargadas de la prestación de los servicios públicos (...). desarrollar sus junciones, competencias, objetos sociales, y en general todas las actividades, siguiendo los postulados del diseño universal, de manera que no se excluya o limite el acceso en condiciones de igualdad, en todo o en parte, a ninguna persona en razón de su discapacidad. Para ello, dichas entidades deberán diseñar, implementar y financiar todos los ajustes razonables que sean necesarios para cumplir con los fines del artículo 9° de la Ley 1346 de 2009”. Sublínea extratextual. Artículo 14-10 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013.

Finalmente, el legislador mediante la Ley 982, por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas, estatuyó en su artículo 8° que:

... Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas... 

Claramente se trasladó a las entidades públicas y privadas, la obligación de garantizar el acceso de las personas en situación de discapacidad al servicio público que ofrezcan a la comunidad. Que sea el Estado garante de la prestación de ese servicio, en manera alguna le impone asumir todas las cargas inherentes a la adecuación de instalaciones y herramientas tecnológicas, y contratación de personal idóneo, pues es el oferente quien debe hacerlo, en este caso, la entidad accionada”. 

5. Mas, al descender al caso que se analiza, se tiene que en el juzgado de primera instancia encontró probado, con el certificado de existencia y representación legal de la sucursal cuestionada (f. 164, c.1),  que la sucursal de la entidad accionada donde se denunciaban conculcados los derechos colectivos invocados, fue cancelada desde el 20 de enero del año 2017, en tal virtud, con acierto, estimó que carecía de objeto cualquier orden para la protección de aquellos.

Por ello y sin que sean necesarias adicionales consideraciones, se prohijará la decisión impugnada, porque se insiste, en este caso se torna inane cualquier análisis que se quiera hacer sobre la amenaza endilgada, por cuanto, al margen de que la sucursal hubiera existido para el momento de presentación de la demanda, como insisten los recurrentes, refulge la configuración del fenómeno de la carencia actual de objeto por la ausencia de interés jurídico o sustracción de materia debido a su cierre. 

Este argumento ya ha sido planteado por esta Corporación, según se puede ver en la sentencia del 18 de mayo en lo que atañía a las acciones populares 2016-00596-02 y 2016-006486-02, con ponencia del Magistrado Grisales Herrera, de similar contexto.  

Como el recurso fracasa, no habrá condena en costas. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto en los párrafos que preceden, la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley
RESUELVE: 

1. CONFIRMAR la sentencia proferida el 3 de septiembre del año 2018 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción popular iniciada por Cristian Vásquez frente a Bancolombia S.A. 

2. Sin costas
3. Devuélvase el expediente al Juzgado de origen.

Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA   (ausente con justificación)
